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MINISTERIO
DE ADMINISTRACIONES

PÚBLICAS

1159 RESOLUCIÓN de 17 de diciembre de 1999, de la Secretaría
de Estado para la Administración Pública, por la que se
dispone la publicación del Convenio entre la Administra-
ción General del Estado y el Ayuntamiento de Arcos
de la Frontera, en aplicación del artículo 38.4.b) de la
Ley 30/1992.

El Ministro de Administraciones Públicas y el correspondiente Alcalde
han formalizado Convenio entre el Ayuntamiento de Arcos de la Frontera
(Cádiz) y la Administración General del Estado para posibilitar que los
ciudadanos presenten en los Registros de las Entidades Locales solicitudes,
escritos y comunicaciones dirigidas a órganos y entidades de la Admi-
nistración estatal.

En cumplimiento de lo dispuesto en la cláusula sexta del mencionado
Convenio, y para garantizar su publicidad, esta Secretaría de Estado dis-
pone su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 17 de diciembre de 1999.—El Secretario de Estado, Ignacio
González González.

CONVENIO ENTRE LA ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO
Y EL AYUNTAMIENTO DE ARCOS DE LA FRONTERA, EN APLICA-
CIÓN DEL ARTÍCULO 38.4.b) DE LA LEY 30/1992, DE RÉGIMEN JURÍ-
DICO DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS Y DEL PROCEDIMIENTO

ADMINISTRATIVO COMÚN

En Madrid, a 2 de noviembre de 1999.

REUNIDOS

Don Ángel Acebes Paniagua, Ministro de Administraciones Públicas,
en representación de la Administración General del Estado, y

Don Juan Manuel Armario Vázquez, Alcalde del Ayuntamiento de Arcos
de la Frontera (Cádiz), en representación de dicho Ayuntamiento.

Actúan en el ejercicio de las competencias que respectivamente tienen
atribuidas, por una parte, por el Real Decreto 1892/1996, de 2 de agosto,
de estructura orgánica básica del Ministerio de Administraciones Públicas
(«Boletín Oficial del Estado» número 189, del 6), y por el Acuerdo del
Consejo de Ministros de 23 de febrero de 1996 para la formalización con
las Entidades que integran la Administración Local de los Convenios pre-
vistos en el artículo 38.4.b) de la Ley de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común; y por
la otra parte, por la Ley 7/1985, reguladora de las Bases del Régimen
Local («Boletín Oficial del Estado» número 80, de 3 de abril), y por el
texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen
Local, aprobado por Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril
(«Boletín Oficial del Estado» números 96 y 97, de 22 y 23 de abril
de 1985).

Las partes se reconocen mutuamente en la calidad con la que cada
uno interviene, así como la capacidad legal suficiente para el otorgamiento
de este Convenio, y al efecto

EXPONEN

El artículo 38.4.b) de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común («Boletín Oficial del Estado» número 285, del 27), establece
que las solicitudes, escritos y comunicaciones dirigidos a los órganos de
las Administraciones Públicas podrán presentarse en los Registros de cual-
quier órgano administrativo que pertenezca a la Administración General
del Estado, a la de cualquier Administración de las Comunidades Autó-
nomas, o a la de alguna de las entidades que integran la Administración
Local si, en este último caso, se hubiese suscrito el oportuno Convenio.

La mencionada regulación supone un evidente avance en la línea de
facilitar las relaciones de los ciudadanos con la pluralidad de Adminis-
traciones Públicas que coexisten en nuestro país y un importante ins-
trumento de la necesaria cooperación entre aquéllas.

El Convenio que hoy se suscribe lleva a efecto la voluntad de las Admi-
nistraciones intervinientes de posibilitar el que los ciudadanos puedan
presentar los documentos que dirigen a cualquier órgano o entidad de
la Administración General del Estado en los Registros del Ayuntamiento
de Arcos de la Frontera.

En consecuencia, las Administraciones intervinientes proceden a la
formalización del presente Convenio de acuerdo con las siguientes

CLÁUSULAS

Primera.—El objeto del Convenio es permitir a los ciudadanos que pre-
senten en los Registros del Ayuntamiento de Arcos de la Frontera soli-
citudes, escritos y comunicaciones dirigidos a la Administración General
del Estado y a las Entidades de Derecho Público con personalidad jurídica
propia vinculadas o dependientes de aquélla.

Segunda.—La fecha de entrada en los Registros del Ayuntamiento de
Arcos de la Frontera de las solicitudes, escritos y comunicaciones dirigidos
a la Administración General del Estado y a las Entidades de Derecho
Público vinculadas o dependientes de aquélla será válida a los efectos
de cumplimiento de plazos por los interesados, siendo de aplicación lo
dispuesto en el artículo 48 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común,
y especialmente en el segundo párrafo de su apartado cuarto.

Tercera.—El Ayuntamiento de Arcos de la Frontera se compromete a:

a) Admitir en sus Registros cualesquiera solicitudes, escritos o comu-
nicaciones dirigidos a los órganos de la Administración General del Estado
o a las Entidades de Derecho Público vinculadas o dependientes de aquélla,
con independencia de su localización territorial.

b) Dejar constancia en sus Registros de la entrada de las solicitudes,
escritos y comunicaciones dirigidos a la Administración General del Estado,
con indicación en sus asientos de su número, epígrafe expresivo de su
naturaleza, fecha de entrada, la fecha y hora de su presentación, interesado
u órgano administrativo remitente, persona u órgano administrativo al
que se dirige, así como una referencia al contenido del escrito o comu-
nicación que se registra.

c) Remitir inmediatamente los documentos, una vez registrados, y,
en todo caso, dentro de los tres días siguientes a su recepción, directamente
a los órganos o entidades destinatarios de los mismos. Dicha remisión
se efectuará por los medios más apropiados para que su recepción se
produzca con la mayor brevedad posible, con especial utilización de medios
informáticos, electrónicos y telemáticos en los supuestos en que sea posible
y se cumplan los requisitos y garantías exigidos por la Ley 30/1992, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

Cuarta.—La Administración General del Estado se compromete a:

a) Proporcionar al Ayuntamiento de Arcos de la Frontera, a través
del Ministerio de Administraciones Públicas, información sobre los órganos
y entidades que integran o están vinculados o dependientes de la Admi-
nistración General del Estado, así como a actualizarla periódicamente.

b) Facilitar al Ayuntamiento de Arcos de la Frontera, a través del
Ministerio de Administraciones Públicas, instrumentos de información al
ciudadano sobre las funciones y actividades de la Administración General
del Estado y las Entidades de Derecho Público vinculadas o dependientes
de aquélla.

c) Prestar asistencia técnica y colaboración sobre organización e infor-
matización de los Registros.

Quinta.—Las Administraciones intervinientes se comprometen a comu-
nicarse mutuamente cualquier medida de informatización de los Registros
que pueda afectar a la compatibilidad de los sistemas de intercomunicación,
y a negociar y formalizar en su momento el correspondiente Convenio
de colaboración que garantice la compatibilidad informática y la coor-
dinación de sus respectivos Registros.

Sexta.—El plazo de vigencia del presente Convenio es de cuatro años
contados desde el día de su publicación en el «Boletín Oficial de la Provincia
de Cádiz», plazo que será automáticamente prorrogado por otros cuatro
años, salvo denuncia expresa de alguna de las Administraciones inter-
vinientes realizada con una antelación mínima de tres meses a la fecha
de extinción.
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También podrá extinguirse la vigencia del Convenio por el mutuo acuer-
do de las Administraciones intervinientes, así como por decisión unilateral
de alguna de ellas cuando se produzca por la otra un incumplimiento
grave acreditado de las obligaciones asumidas.

Tanto la formalización del Convenio como cualquiera de los supuestos
de su extinción serán objeto de publicación en el «Boletín Oficial del Esta-
do», en el «Boletín Oficial de la Provincia de Cádiz» y en el tablón de
anuncios del Ayuntamiento de Arcos de la Frontera.

Séptima.—Las dudas y controversias que puedan surgir en la inter-
pretación y aplicación de este Convenio serán resueltas, con carácter eje-
cutivo, por el Ministro de Administraciones Públicas.

En todo caso, dichas resoluciones serán recurribles ante el orden juris-
diccional contencioso-administrativo.

El Ministro de Administraciones Públicas, Ángel Acebes Paniagua.—El
Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de Arcos de la Frontera, Juan Manuel
Armario Vázquez.

MINISTERIO
DE MEDIO AMBIENTE

1160 RESOLUCIÓN de 3 de noviembre de 1999, de la Secretaría
General de Medio Ambiente, sobre la evaluación de impacto
ambiental del proyecto de ampliación de la autovía de cir-
cunvalación de Valencia (A-7), puntos kilométricos 480 al
509, tramo: Puzol-Intersección con la autovía A-3. Acon-
dicionamiento y mejora de la capacidad, construcción de
un tercer carril en ambos sentidos de circulación (Valen-
cia), de la Dirección General de Carreteras.

El Real Decreto Legislativo 1302/1986, de 28 de junio, de Evaluación
de Impacto Ambiental y su Reglamento de ejecución aprobado por Real
Decreto 1131/1988, de 30 de septiembre, establecen la obligación de for-
mular Declaración de Impacto Ambiental, con carácter previo a la reso-
lución administrativa que se adopte para la realización o, en su caso,
autorización de las obras, instalaciones o actividades comprendidas en
los anexos a las citadas disposiciones.

De acuerdo con lo establecido en el Real Decreto 839/1996, de 10 de
mayo, y en el Real Decreto 1894/1996, de 2 de agosto, modificado por
el Real Decreto 1646/1999, de 22 de octubre, por los que se establece
la estructura orgánica básica y la atribución de competencias del Ministerio
de Medio Ambiente, corresponde a la Secretaría General de Medio Ambien-
te formular las Declaraciones de Impacto Ambiental de competencia estatal,
reguladas por la legislación vigente.

El presente proyecto pertenece a los comprendidos en el anexo II de
la Directiva 97/11/CE del Consejo de 3 de marzo de 1997 (concretamente
a los especificados en el epígrafe 13 del mismo, «Cualquier cambio o amplia-
ción de los proyectos que figuran en el anexo I o en el anexo II»), para
los cuales el sometimiento a una evaluación de impacto ambiental será
preciso cuando los estados miembros consideren que sus características
así lo exigen.

La Dirección General de Carreteras remitió, con fecha 15 de mayo
de 1999, a la Dirección General de Calidad y Evaluación Ambiental, una
Memoria-resumen del proyecto, con objeto de que se comunicara la nece-
sidad o no de proseguir el procedimiento reglado de evaluación de impacto
ambiental.

Recibida la referida Memoria resumen, la Dirección General de Calidad
y Evaluación Ambiental consultó a diferentes organismos sobre el impacto
ambiental del proyecto, con objeto de determinar si de la realización del
mismo cabe esperar efectos ambientales adversos significativos que hiciera
necesario llevar a cabo el procedimiento reglado de evaluación de impacto
ambiental.

La relación de consultados y un resumen de las respuestas recibidas
se recogen en el anexo.

Examinada la documentación recibida, esta Secretaría General de
Medio Ambiente considera que como resultado de la ejecución del proyecto
consistente en la construcción de un tercer carril, en ambos sentidos,

en la autovía de circunvalación de Valencia (A-7), entre los puntos kilo-
métricos 480 al 509, y la redefinición de algunos de los enlaces, no se
observa la potencial existencia de impactos ambientales adversos signi-
ficativos que precisen un proceso reglado de evaluación de impacto ambien-
tal. No obstante, la ejecución y explotación del proyecto generará efectos
ambientales adversos para los cuales el promotor deberá definir y ejecutar
medidas mitigadoras.

En consecuencia, la Secretaría General de Medio Ambiente, resuelve
excluir del procedimiento reglado de evaluación de impacto ambiental
el proyecto de ampliación de la autovía de circunvalación de Valencia
(A-7), puntos kilométricos 480 al 509, tramo: Puzol-intersección con la
autovía A-3, acondicionamiento y mejora de la capacidad, construcción
de un tercer carril en ambos sentidos de circulación (Valencia), de la
Dirección General de Carreteras, debiendo cumplirse en su ejecución y
explotación las siguientes condiciones:

1. Protección del patrimonio cultural

En el punto kilométrico 481,730 aproximadamente, donde el trazado
de la autovía de circunvalación actual discurre en desmonte, el proyecto
de construcción desarrollará la ampliación prevista de tal forma que no
se actúe nuevamente sobre el talud del margen izquierdo, en cuya cabecera
se encuentra el Molino de Viento situado en el «Tossal del Molí», en el
término municipal de Puçol.

En coordinación con la Consejería de Cultura, Educación y Ciencia
de la Generalidad Valenciana se realizará una prospección arqueológica
de la franja de ocupación de la autovía y de las superficies destinadas
a acoger vertederos, préstamos e instalaciones auxiliares. En su caso, la
memoria final de dicha prospección deberá proponer actuaciones concretas
dirigidas a la adecuada protección del patrimonio arqueológico. Estas
actuaciones deberán quedar recogidas en el proyecto de construcción.

Además, el proyecto de construcción incorporará un programa de actua-
ción, compatible con el plan de obra, que considere las iniciativas a adoptar
en el caso de afloramiento de algún yacimiento arqueológico no inven-
tariado.

2. Contaminación acústica

El proyecto de construcción incluirá un estudio acústico que deberá
concluir con la predicción de los niveles sonoros previstos en la fase de
explotación. Dicho estudio incluirá los resultados de las campañas de medi-
ciones realizadas sobre la autovía actual y considerará la existencia de
las pantallas acústicas actuales. El citado estudio determinará la necesidad
de desarrollar medidas de protección acústica, redimensionar las actuales
y, en su caso, las características de dichas medidas.

Los objetivos de calidad para niveles de inmisión sonora máximos ori-
ginados por la autovía serán los siguientes, medidos a dos metros de las
fachadas, y para cualquier altura, de las edificaciones.

Zonas residenciales:

Leq (7 h. — 23 h.) menor que 65 dB (A).

Leq (23 h. — 7 h.) menor que 55 dB (A).

Zona industrial, comercial o empresarial:

Leq (7 h. — 23 h.) menor que 75 dB (A).

Leq (23 h. — 7 h.) menor que 75 dB (A).

En cuanto a zonas hospitalarias, centros educativos, religiosos, parques
y áreas deportivas, se deberá garantizar que la actividad a la que estén
destinadas no sufra alteraciones por motivos acústicos.

En el caso de adoptarse medidas de protección acústica, estas deberán
estar detalladas y valoradas, especificando en cada caso la disminución
de inmisión acústica prevista. Las medidas de protección acústica quedarán
instaladas previamente a la emisión del Acta de recepción de la obra.

El Programa de Vigilancia Ambiental incorporará una campaña de medi-
ciones con una periodicidad de las mediciones y unos puntos de muestreo,
que permita decidir sobre la eficacia de las medidas correctoras aplicadas
y sobre la bondad del método de predicción acústica aplicado por el pro-
yecto de construcción.

De los resultados del Programa de Vigilancia Ambiental se inferirá,
en su caso, la necesidad de revisión de las medidas mitigadoras realizadas.


